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Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al diez de agosto de dos mil dieciséis.
Cotejado:

V I S T O S; y

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Presentación de la demanda de amparo. Por escrito presentado el ocho de junio de dos mil quince en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Centro Auxiliar de la Primera Región, **********, por propio derecho y en representación de **********, solicitó el amparo y protección de la Justicia de la Unión en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan.

III. AUTORIDADES RESPONSABLES 
1. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 

2. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión 

3. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos

IV. DISPOSICIONES RECLAMADAS 

a) Artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicada en el Diario Oficial de la Federación el catorce de julio de dos mil catorce. 
b) Artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicada en el Diario Oficial de la Federación el catorce de julio de dos mil catorce.
SEGUNDO. Admisión y audiencia constitucional. Por razón de turno, conoció de la demanda el Juzgado Primero de Distrito en Materia Administrativa Especializada en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, cuya titular –mediante proveído de nueve de junio de dos mil quince– ordenó su registro bajo el expediente ********** y requirió al quejoso para que aclarara si promovía el juicio de amparo también por propio derecho e indicara si las disposiciones reclamadas las impugnaba como autoaplicativas o heteroaplicativas. 

Previo desahogo de dicho requerimiento, la juez de distrito celebró la audiencia constitucional el veintiséis de agosto de dos mil quince y emitió sentencia el treinta de octubre del mismo año, en el sentido siguiente.
PRIMERO. Se sobresee en el juicio respecto de **********, en los términos precisados en el considerando cuarto de esta sentencia.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, por los motivos y fundamentos expuestos en el último considerando de esta resolución.
TERCERO. Interposición del recurso de revisión. En contra de esa determinación la parte quejosa interpuso recurso de revisión, del cual conoció el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, cuya presidenta –mediante proveído de treinta de noviembre de dos mil quince– ordenó registrarlo bajo el expediente RA ********** y admitirlo a trámite.

Por acuerdo de nueve de diciembre siguiente, se admitió a trámite el recurso de revisión adhesiva interpuesto por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en ausencia del Director General Adjunto de Procesos Contenciosos y en representación del Presidente de la República.

CUARTO. Resolución del tribunal colegiado y remisión de los autos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. En sesión de catorce de enero de dos mil dieciséis, el tribunal colegiado emitió sentencia en la que analizó la procedencia del recurso y declaró firme el sobreseimiento decretado respecto del quejoso **********, pues no se expresó agravio en su contra.

Asimismo, determinó que no faltaban causas de improcedencia por examinar y remitió los autos a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para que determinara lo conducente en relación con el planteamiento de inconstitucionalidad de los artículos 89 y 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.
QUINTO. Reasunción de la competencia originaria por parte de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por acuerdo de dos de febrero de dos mil dieciséis, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dispuso que ésta asumía su competencia originaria para conocer del recurso de revisión ********** del índice del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, derivado del juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Primero de Distrito en la misma materia; así como de la revisión adhesiva.

Asimismo, ordenó su registro bajo el expediente amparo en revisión 80/2016, turnarlo al Ministro José Fernando Franco González Salas y la radicación en la Sala de su adscripción.
SEXTO. Avocamiento. En acuerdo de nueve de marzo de dos mil dieciséis, el Presidente de la Segunda Sala ordenó que ésta se avocara al conocimiento del asunto, así como remitir los autos a la ponencia del Ministro referido para la formulación del proyecto correspondiente.
SÉPTIMO. Publicación del proyecto de resolución. En la demanda de amparo la quejosa planteó la inconstitucionalidad de los artículos 89 y 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión; por tanto, con fundamento en los artículos 73, párrafo segundo y 184 de la Ley de Amparo se hizo público el proyecto de resolución.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de este recurso de revisión.

SEGUNDO. Oportunidad. Si bien el tribunal colegiado se pronunció sobre la oportunidad de la presentación del recurso de revisión principal, es necesario hacer las siguientes precisiones.

La sentencia recurrida se notificó el jueves cinco de noviembre de dos mil quince
, la cual surtió efectos el día hábil siguiente, esto es, el viernes seis de noviembre; por tanto, contrario a lo sostenido por el tribunal colegiado, el plazo de diez días previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo para interponer el recurso de revisión transcurrió del lunes nueve al martes veinticuatro de noviembre del mismo año
.

En consecuencia, si el recurso de revisión se presentó el veinte de noviembre de dos mil quince en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Centro Auxiliar de la Primera Región, su interposición es oportuna.

Por otra parte, el acuerdo de admisión del recurso de revisión principal se notificó el uno de diciembre de dos mil quince al Presidente de la República por conducto de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes
. Así, en términos del artículo 31, fracción I, de la Ley de Amparo, dicha notificación surtió efectos ese mismo día.

Por tanto, el plazo de cinco días para adherirse al recurso de revisión previsto en el artículo 82 de la Ley de Amparo transcurrió del miércoles dos al martes ocho de diciembre de dos mil quince.

En este sentido, si el recurso de revisión adhesiva se presentó el ocho de diciembre de dos mil quince en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones del Centro Auxiliar de la Primera Región, es oportuno.
TERCERO. Legitimación. Es innecesario analizar la legitimación de la recurrente principal porque el tribunal colegiado del conocimiento ya estudió este aspecto.

Por otro lado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley de Amparo, el Director General Adjunto de Procesos Contenciosos de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes cuenta con legitimación para adherirse al recurso de revisión principal, pues actúa en representación del Presidente de la República, autoridad señalada como responsable en el juicio de amparo.
CUARTO. Antecedentes. A fin de responder los planteamientos del recurso de revisión, es necesario señalar los hechos que la parte quejosa refiere en la demanda de amparo y que son los siguientes.

1. ********** es una asociación civil sin fines lucrativos, cuyo objeto principal es la radiodifusión comunitaria.

2. El veintidós de abril de dos mil quince, el Pleno del Instituto Federal de Telecomunicaciones emitió una resolución mediante la cual otorgó una concesión para usar y aprovechar bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico, así como una concesión única –ambas de uso social– para la prestación del servicio público de radiodifusión sonora en frecuencia modulada a favor de **********.

3. El dieciocho de mayo de dos mil quince se otorgaron los títulos de concesión correspondientes.

4. La parte quejosa promovió juicio de amparo en contra de los artículos 89 y 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión porque considera que transgreden los derechos a la libertad de expresión, debido proceso, igualdad ante la ley y no discriminación.

Lo anterior porque, por un lado, limitan el acceso a las fuentes de financiamiento de los medios de uso social y, por otro, restringen el uso de lenguas indígenas exclusivamente a los concesionarios de uso social indígena.

5. El treinta de octubre de dos mil quince, la Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa Especializada en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República negó el amparo solicitado.

6. En contra de dicha sentencia la parte quejosa interpuso este recurso de revisión.

QUINTO. Agravios. En lo que interesa para este asunto, la asociación civil recurrente formuló en síntesis los siguientes argumentos.

· Sostiene que en la sentencia emitida por la juez de distrito se violaron los principios de congruencia, exhaustividad, razonabilidad jurídica y proporcionalidad porque desatendió la cuestión efectivamente planteada, relativa a las limitaciones al financiamiento de las concesionarias de uso social. 

Lo anterior porque en la demanda de amparo se adujo que la prohibición de la venta de publicidad, la falta de reconocimiento del derecho a recibir patrocinios, el condicionamiento de la recepción de donativos a obtener el carácter de donataria autorizada y la limitación del monto de publicidad oficial federal que puede asignarse a los medios comunitarios e indígenas constituyen limitaciones injustificadas de acuerdo con el parámetro de regularidad constitucional.
Sin embargo, señala la recurrente, la juez de distrito únicamente transcribió las consideraciones de las comisiones dictaminadoras del Congreso de la Unión, sin analizar su proporcionalidad y razonabilidad.

Así, la juzgadora federal incorrectamente sostuvo que la posibilidad de diferenciar la regulación de los distintos tipos de concesiones constituye una justificación constitucional para cualquier limitación impuesta a los medios de uso social.

Además, indebidamente sugirió que las limitaciones al financiamiento de los medios de uso social son necesarias para impedir la existencia de ventajas que eviten la competencia y la libre concurrencia.

· En relación con la prohibición absoluta a la venta de publicidad y la falta de reconocimiento de los patrocinios como fuente de financiamiento para medios de uso social, considera que la juez de distrito incorrectamente validó la justificación del legislador en el sentido de que se trata de una medida para prevenir que los concesionarios de uso social obtengan beneficios económicos de la concesión con fines sociales.

· Respecto a la condición impuesta a los concesionarios de uso social para obtener el carácter de donataria autorizada para recibir donativos, considera errónea la determinación de la juzgadora federal relativa a que el legislador únicamente tomó en cuenta las disposiciones tributarias en relación con la recepción de donativos en dinero y en especie con la finalidad de hacerlos deducibles del impuesto sobre la renta.

· Argumenta que al pronunciarse sobre la discriminación que sufren las concesionarias de uso social al permitirse solo la asignación del uno por ciento del presupuesto atribuido a entes federales para fines de comunicación social y excluírsele del noventa y nueve por ciento restante, la juez únicamente estableció que ello se justifica para evitar ventajas exclusivas en favor de una o varias personas en perjuicio del público en general o de alguna clase social. 

· Asimismo, señala que la sentencia de amparo carece de congruencia, razonabilidad y lógica jurídica porque no planteó la imposibilidad de regulaciones distintas entre los tipos de concesionarias, sino la irracionabilidad y desproporción en el trato establecido por el legislador.

Sostiene que dicha diferencia de trato es contraria a los principios de igualdad y no discriminación, pues para que la regulación en materia de radiodifusión cumpla con los estándares de regularidad constitucional se debe buscar el más amplio ejercicio de la libertad de expresión.

En relación con ello, indica que la juez de distrito ignoró la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos relativa a la importancia del pluralismo y la equidad en el flujo informativo.

· Por otra parte, respecto a las restricciones al financiamiento de las concesionarias de uso social, precisa que la justificación de la juez en el sentido de que se afectaría la competencia y libre concurrencia carece de lógica y razonabilidad jurídica, pues las concesionarias de uso social no poseen fines lucrativos.

Aduce que contrario a lo resuelto por la juez de distrito, la venta de publicidad no distorsiona los fines de las concesionarias de uso social, pues las ganancias no se obtendrían con propósitos de acumulación, sino que dichos ingresos tendrían que invertirse en el objeto de la concesión.

Así, no obstante que en la demanda de amparo se refirieron criterios internacionales relativos a que debe permitirse la venta de publicidad a los medios de uso social, en particular a los comunitarios e indígenas, en la sentencia recurrida no se tomaron en cuenta.
Consecuentemente, se le debe permitir la venta de publicidad siempre y cuando los ingresos obtenidos se destinen al objeto de la concesión, lo cual está fiscalizado por el Instituto Federal de Telecomunicaciones.

Además, indica que la juez de distrito no justificó la ausencia del reconocimiento de los patrocinios como fuente de financiamiento, pues la figura de patrocinio funcionaba como fuente de ingreso de las permisionarias en materia de radiodifusión desde antes de la emisión del acto reclamado.

· Considera que la juez confunde la exigencia de que las concesionarias de uso social adquieran el carácter de donataria autorizada como requisito para recibir donaciones en dinero o en especie, pues se refiere únicamente a la recepción de esos donativos para efectos de deducción del pago de impuesto sobre la renta.

· Señala que lo resuelto por la juez en relación con la limitación contenida en el artículo 89, fracción VII, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, relativa a la asignación del uno por ciento del presupuesto de entes públicos federales para comunicación social, es contraria a los principios de exhaustividad, congruencia, razonabilidad jurídica y proporcionalidad.

Ello porque no justificó el tope de asignación de publicidad de entes públicos federales por únicamente el uno por ciento para concesionarias de uso social, no obstante que en la propia Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión se establece la necesidad de reservar el diez por ciento de las frecuencias de radiodifusión a este tipo de concesionarias.

Por tanto, la diferencia de trato entre las concesionarias de uso social comunitario e indígena y el resto de los concesionarios es desproporcionada y discriminatoria, no sólo para los medios de comunicación de uso social, sino también para sus audiencias, pues se disminuye el acceso a la información de interés público.

Lo anterior, señala la recurrente, de ninguna manera comprometería la competencia y libre concurrencia, ni representaría una ventaja exclusiva e injustificada en beneficio de alguna persona o clase social, pues la Primera Sala de esta Suprema Corte estableció que debe otorgarse una difusión preferente a las concesionarias de uso social, lo cual ignoró la juez de distrito.
En consecuencia, la restricción impugnada no tiene una justificación constitucional, pues lejos de fomentar y apoyar a las radiodifusoras comunitarias, no se les otorga una participación proporcional en el acceso a la publicidad gubernamental, lo cual disminuye sus posibilidades de financiamiento y priva a las audiencias de manera desproporcionada de información de interés social.
· Por otra parte, indica que en la demanda de amparo sostuvo que el artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión restringe el uso de lenguas indígenas de manera discriminatoria y contraria al derecho a la libertad de expresión. 

Sin embargo, sostiene la recurrente, la juez de distrito no resolvió dicho planteamiento, pues sostuvo que la disposición normativa no impide a las concesionarias la utilización de lenguas indígenas dado que la referencia a “idioma nacional” incluye a las lenguas indígenas.

A su juicio, tal interpretación carece de lógica, pues para el legislador las lenguas indígenas no están comprendidas en el idioma nacional dado que se refiere a un idioma singular y no a una pluralidad de idiomas.

Además, en la disposición impugnada se estableció “…sin perjuicio de que adicionalmente las concesiones de uso social indígena hagan uso de la lengua del pueblo originario que corresponda.”, en este sentido, la palabra adicionalmente implica que las lenguas indígenas no están comprendidas en el idioma nacional.
Ello porque si las lenguas indígenas se entendieran como parte del idioma nacional, el legislador no hubiera resaltado la segunda parte del primer párrafo de la disposición impugnada porque se entendería que cualquier concesionaria de uso social, público o comercial podría usar alguna lengua indígena y no establecer restricciones subjetivas o territoriales.

En este sentido, la interpretación del órgano de amparo invisibiliza la intención discriminatoria del legislador en perjuicio de los pueblos indígenas, por lo que no es aceptable la restricción del uso de lenguas indígenas únicamente dentro de núcleos poblacionales predominantemente indígenas, pues ello pasa por alto la diversidad cultural y étnica presente incluso en zonas urbanas del país.

Finalmente, argumenta que si las lenguas indígenas son parte del idioma nacional, éstas son susceptibles de utilizarse por cualquier concesionaria, incluso aquéllas no indígenas, pues de lo contrario se ignoraría la movilidad indígena y la necesidad de fomentar su herencia cultural.

En razón de lo anterior, sostiene que la juez de distrito pasó por alto el carácter discriminatorio de las disposiciones combatidas, pues su interpretación transgrede los principios de exhaustividad, congruencia, razonabilidad jurídica y proporcionalidad.
Por su parte, en el recurso de revisión adhesiva el titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en representación del Presidente de la República, sostuvo lo siguiente.

· Contrario a lo expuesto por la recurrente, el artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión contiene las fuentes mediante las cuales los concesionarios de uso social podrán obtener ingresos.

Por ello, es correcto el razonamiento de la juez de distrito relativo a que en dicha disposición se establecen las condiciones a las que deben sujetarse los concesionarios para acceder a las fuentes de ingreso permitidas, tales como la no obtención de ganancias con propósitos de acumulación, la inversión de los remanentes de su operación únicamente al objeto de su concesión, obtener el carácter de donataria autorizada para recibir donaciones en dinero o en especie y el reporte anual de la información relativa a verificar el destino de los ingresos obtenidos al Instituto Federal de Telecomunicaciones.

En ese sentido, las fuentes de ingreso referidas no son una limitante para los concesionarios de uso social, sino forman parte de los beneficios establecidos por el legislador a su favor, con el fin de que obtengan recursos económicos para su prosecución.
· Por otra parte, es acertada la determinación de la juez en la cual sostuvo que existe una diferencia en cuanto a las fuentes de ingreso a las que tienen acceso los concesionarios de uso comercial y los de uso social; sin embargo, ello obedece a la necesidad de equilibrar la competencia y libre concurrencia entre los concesionarios.

Además, dicha distinción constituye una medida para prevenir que los concesionarios de uso social distorsionen el objetivo de sus fines, es decir, obtengan beneficios económicos de la titularidad otorgada con fines específicamente sociales.

En consecuencia, es válida la decisión de la juez del conocimiento al establecer que el trato diferenciado aludido persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida, pues se busca impulsar la competencia y libre concurrencia, así como la expansión de redes de telecomunicaciones a zonas comunitarias e indígenas.

· Asimismo, es correcta la decisión de la juez relativa a que la autorización del uno por ciento del presupuesto de entes federales para las concesionarias de uso social no es una práctica desproporcionada, pues aun cuando se trata de un monto mínimo, ello no implica que sea poco eficaz para lograr su subsistencia, aunado a que la recurrente no acreditó dicha circunstancia.
· En relación con el requisito de adquirir el carácter de donataria autorizada para la recepción de donativos en dinero o en especie, el legislador no impuso limitante alguna, sino únicamente refirió a la legislación tributaria que regula la recepción de donativos con la finalidad de hacerlos deducibles del impuesto sobre la renta.

· Finalmente, estima correcta la determinación de la juez federal relativa a que el artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión no restringe el uso de lenguas indígenas, pues el legislador no especificó que el español es el único idioma nacional.

· Además, al establecer que adicionalmente los concesionarios de uso social indígena deben hacer uso de la lengua originaria que corresponda, el legislador estableció la difusión de éstas.
SEXTO. Estudio de los agravios. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte de oficio una causa de improcedencia respecto del artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.
El estudio oficioso obedece a que la procedencia del juicio de amparo es de orden público y su análisis no depende de que las partes la aleguen, sino de que exista una causa de improcedencia distinta de las analizadas por la juez de distrito, incluso un motivo diferente de los apreciados en relación con una misma causa de improcedencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 62 de la Ley de Amparo.

El juicio de amparo es improcedente en relación con el artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión dado que durante la tramitación de este medio de impugnación cesaron los efectos de dicha disposición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo.

Al respecto, esta Segunda Sala ha sostenido que para que sea aplicable la causa de improcedencia consistente en la cesación de efectos del acto reclamado, no basta que la autoridad responsable derogue o revoque tal acto, sino que es necesario que se destruyan todos sus efectos en forma total e incondicional, de modo tal que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional, como si se hubiera otorgado el amparo.

Es aplicable la jurisprudencia 2ª/J 59/99 de rubro “CESACIÓN DE EFECTOS EN AMPARO. ESTA CAUSA DE IMPROCEDENCIA SE ACTUALIZA CUANDO TODOS LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO SON DESTRUIDOS EN FORMA TOTAL E INCONDICIONAL.
” 
Ahora, respecto del amparo contra leyes, el Pleno de esta Suprema Corte ha sostenido que para verificar la aplicabilidad de la causa de improcedencia aludida debe examinarse si se trata de disposiciones prohibitivas o de disposiciones que generan una obligación y, en este último supuesto, si éstas produjeron consecuencias durante el periodo en que estuvieron vigentes. 

Ello porque las disposiciones prohibitivas sólo prevalecen durante la vigencia de la ley, de modo que al derogarse cesan sus efectos prohibitivos, lo cual permite que el gobernado actúe en ese sentido; mientras que las disposiciones que generan una obligación de actuar en determinado sentido, la derogación de la ley no siempre libera a los destinatarios de las consecuencias derivadas de su observancia o inobservancia por el periodo que estuvo vigente.

En el caso, la recurrente reclamó el artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión con motivo de su entrada en vigor, es decir, como una disposición de carácter autoaplicativo, cuya redacción era la siguiente.

Artículo 230. En sus transmisiones, las estaciones radiodifusoras de los concesionarios deberán hacer uso del idioma nacional. Lo anterior, sin perjuicio de que adicionalmente las concesiones de uso social indígena hagan uso de la lengua del pueblo originario que corresponda.

En caso de que las transmisiones sean en idioma extranjero, deberá utilizarse el subtitulaje o la traducción respectiva al español, en casos excepcionales, la Secretaría de Gobernación podrá autorizar el uso de idiomas extranjeros sin subtitulaje o traducción de conformidad con las disposiciones reglamentarias.
En lo que interesa, en dicha disposición se estableció que las estaciones radiodifusoras de los concesionarios deberán usar el idioma nacional en sus transmisiones, sin perjuicio de que adicionalmente las concesiones de uso social indígena usen la lengua del pueblo originario que corresponda.

Sin embargo, la disposición impugnada se reformó mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el uno de junio de dos mil dieciséis, la cual entró en vigor al día siguiente de su publicación (dos de junio de dos mil dieciséis), como se advierte de la transcripción siguiente.

DECRETO por el que se reforma el artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed:

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente

DECRETO

“EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA:

SE REFORMA EL ARTÍCULO 230 DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN.

Artículo Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y

Radiodifusión, para quedar como sigue:

Artículo 230. En sus transmisiones, las estaciones radiodifusoras de los concesionarios podrán hacer uso de cualquiera de las leguas nacionales de conformidad con las disposiciones legales aplicables. Las concesiones de uso social indígena podrán hacer uso de la lengua del pueblo originario que corresponda.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Ciudad de México, a 26 de abril de 2016.- Dip. José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente.- Sen. Roberto Gil Zuarth, Presidente.- Dip. Ramón Bañales Arambula, Secretario.- Sen. César Octavio Pedroza Gaitán, Secretario.- Rúbricas."

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a veintisiete de mayo de dos mil dieciséis.- Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica.

Por tanto, al reformarse el artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión reclamado en la demanda de amparo, se destruyeron de manera total e incondicionada los efectos porque aun cuando dicha disposición establecía una obligación a cargo de la recurrente, de las constancias no se advierte que se hubieren producido consecuencias materiales durante su vigencia que perduren, por lo cual una eventual concesión del amparo en contra de esa disposición carecería de efectos.

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 2ª/J 6/2013 de rubro y texto “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO POR CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO. SE ACTUALIZA ESTA CAUSA SI DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO EN EL QUE SE RECLAMA COMO AUTOAPLICATIVA UNA LEY, ÉSTA ES REFORMADA O DEROGADA.”

Por otra parte, dado que no quedan causas de improcedencia pendientes de examen, se estudiará la constitucionalidad del artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

En primer término, es importante precisar que la recurrente argumenta que la disposición normativa impugnada limita de manera discriminatoria las fuentes de financiamiento a las que los concesionarios de uso social pueden acceder.

En este sentido, en el artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión
 impugnado se establecen las fuentes de financiamiento permitidas a los concesionarios de uso social de conformidad con sus fines, a saber:

· donativos en especie;

·  las aportaciones y cuotas o cooperación de la comunidad a la que prestan servicio;

·  la venta de productos, contenidos propios previamente transmitidos de conformidad con su fin y objeto o servicios, acordes con su capacidad tanto legal como operativa;

·  recursos provenientes de entidades públicas para la generación de contenidos programáticos distintos a la comercialización;

·  arrendamiento de estudios y servicios de edición, audio y grabación;

·  convenios de coinversión con otros medios sociales para el mejor cumplimiento de sus fines de servicio público; y,

·  venta de publicidad a los entes públicos federales.

Sobre esta última fuente de financiamiento se dispuso que los entes públicos federales destinarán el uno por ciento del monto autorizado en sus respectivos presupuestos para servicios de comunicación social y publicidad al conjunto de concesiones de uso social comunitarias e indígenas del país, el cual se distribuirá de forma equitativa entre las concesiones existentes.

Además, se señala que la ausencia de fines de lucro implica para los concesionarios de uso social no perseguir con sus actividades la obtención de ganancias con propósitos de acumulación, por lo que los remanentes de su operación sólo podrán invertirse en el objeto de la concesión.

Asimismo, como condición para recibir donaciones en dinero o en especie, los concesionarios de uso social deberán ser donatarias autorizadas en términos de las disposiciones aplicables.

Finalmente, se prevé para los concesionarios de uso social que presten el servicio de radiodifusión la obligación de entregar anualmente al Instituto Federal de Telecomunicaciones la información necesaria para verificar que la fuente y destino de los ingresos se apeguen a los fines para los cuales se otorgó la concesión. 

Precisado lo anterior, a juicio de esta Segunda Sala son infundados los agravios relativos a que la juez de distrito transgredió los principios de congruencia, exhaustividad, razonabilidad y proporcionalidad por desatender la cuestión efectivamente planteada, en relación con las limitaciones al financiamiento de las concesionarias de uso social.
En la demanda de amparo la recurrente sostuvo que el artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión limita las fuentes de financiamiento de los medios de uso social, lo cual dificulta y pone en riesgo su subsistencia.

Adujo que el legislador estableció una diferencia de trato entre los medios de uso social y los medios de uso comercial en tanto se prohíbe la venta de publicidad, aun cuando dicha acción es compatible con la ausencia de los fines de lucro, pues los ingresos que se obtengan por la venta de publicidad, en todo caso, deben de reinvertirse para el objeto de la concesión.

Por otra parte, señaló que condicionar la recepción de donaciones a contar con la calidad de donataria autorizada constituye una limitación carente de razonabilidad y proporcionalidad que transgrede la libertad de expresión, pues el trámite para obtener la calidad de donataria autorizada es complejo y costoso.

Asimismo, indicó que injustificadamente se fijó el uno por ciento como tope al monto de publicidad oficial que puede asignarse a las concesionarias de uso social comunitario e indígena del presupuesto otorgado a entes públicos federales, lo cual favorece a una clase de medios de comunicación sobre otros y fomenta la concentración en el flujo informativo. 

Al respecto, la juez federal consideró infundados dichos argumentos, en principio porque las fuentes de ingreso previstas en la disposición impugnada no constituyen una limitante para los concesionarios de uso social, sino forman parte de un catálogo de beneficios que introdujo el legislador ante la preocupación por la subsistencia de dichos concesionarios dada su trascendencia histórica.

Además, sostuvo que si bien existe una diferencia entre las fuentes de ingreso autorizadas a los concesionarios de uso social y a los concesionarios de uso comercial, ello no obedece a un trato discriminatorio por parte del legislador, sino al equilibrio que debió ponderar con la intención de que los concesionarios de uso social obtengan recursos económicos para su prosecución.

Lo anterior, según la juez de distrito, se justifica porque el legislador dispuso que los concesionarios de uso social obtengan de manera gratuita y mediante asignación directa el uso de espectro radioeléctrico; mientras que los concesionarios comerciales deben sujetarse a los tiempos de acceso y pago de derechos para su uso en aras de mantener las condiciones necesarias para la competencia y libre concurrencia en el mercado de radiodifusión.

Aunado a lo anterior, expuso que se trata de una medida para prevenir que los concesionarios de uso social distorsionen su objeto y fines y traten de obtener beneficios económicos de una concesión específicamente social.

Por tanto, adujo la juez de distrito, ese trato diferenciado persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida, pues es acorde con el mandato constitucional que prevé el impulso de la competencia y libre concurrencia, así como la expansión de redes de telecomunicaciones incluso en zonas comunitarias e indígenas, lo cual no se traduce en una discriminación que atente contra el principio de igualdad. 

De igual forma, calificó como infundados los planteamientos relativos a que el legislador excluyó a las concesionarias de uso social del presupuesto asignado para fines de comunicación social, pues el que se autorizara únicamente el uno por ciento de dicho presupuesto no significa que sea un monto poco eficaz para lograr su subsistencia; situación que además no acreditó la quejosa.

A juicio de la juez, el tope de uno por ciento del presupuesto destinado para comunicación social no es insuficiente por sí mismo para llevar a cabo el objetivo de la reforma, aunado a que es el resultado del equilibrio de los diversos beneficios con los que contaban las concesionarias de uso social comunitarias e indígenas.

Asimismo, la juez federal consideró infundados los argumentos relativos a la falta de razonabilidad y proporcionalidad en la disposición del legislador en el sentido de que para poder recibir donativos en dinero o especie, los titulares de las concesiones de uso social deben adquirir la calidad de donatarias autorizadas.

Ello dado que tal aspecto es relevante en materia tributaria, pues constituye un requisito que deben cumplir las instituciones de asistencia o beneficencia a efecto de obtener autorización para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta, con independencia de las diversas actividades que realicen o los fines que persigan.

De ahí que, afirmó la juez de distrito, el legislador en materia de telecomunicaciones no impuso una limitante al condicionar el carácter de donataria autorizada, sino únicamente se ciñó a la legislación tributaria que regula la recepción de donativos en dinero y en especie con la finalidad de hacerlos deducibles del impuesto sobre la renta mediante las facultades de verificación y comprobación con que cuenta la autoridad hacendaria.

Finalmente, calificó como inoperantes las afirmaciones respecto a que el procedimiento para adquirir el carácter de donataria autorizada es complejo y costoso, pues la quejosa no expuso razones para sustentar su afirmación, cuando es a ella a quien le corresponde demostrar la inconstitucionalidad del acto reclamado.

De la reseña anterior esta Segunda Sala concluye que los argumentos de la recurrente en cuanto a que la juez no atendió la cuestión efectivamente planteada respecto a las limitaciones de las fuentes de financiamiento de las concesionarias de uso social comunitario e indígena son infundados debido a que explicó por qué desde su perspectiva dichas fuentes no constituyen un límite para ese tipo de concesionarias y por qué el trato diferenciado entre los distintos tipos de concesionarias persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida.

En este sentido, también son infundados los agravios en los que la recurrente sostiene que la sentencia de amparo carece de congruencia, razonabilidad y lógica jurídica porque no planteó la imposibilidad de regulaciones distintas entre los tipos de concesionarias, sino la irracionabilidad y desproporción en el trato establecido por el legislador.

Asimismo, son infundados los argumentos respecto a que la juez confunde la exigencia de que las concesionarias de uso social adquieran el carácter de donataria autorizada como requisito para recibir donaciones en dinero o en especie, pues únicamente se refirió a la recepción de esos donativos para efectos de deducción del pago de impuesto sobre la renta.

Lo anterior porque contrario a los sostenido por la recurrente, los argumentos referidos fueron estudiados por la juez de distrito en la sentencia ahora recurrida en los términos en que se plantearon. 

En efecto, en la demanda de amparo se expuso que el legislador estableció una diferencia de trato entre los medios de uso comercial y los medios de uso social al prohibir la venta de publicidad. Al respecto, la juez resolvió que ese trato diferenciado no es discriminatorio, pues se busca fomentar la competencia y libre concurrencia entre los concesionarios, por lo que persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida.

Asimismo, en la demanda de amparo se adujo que condicionar la recepción de donaciones a la obtención de la calidad de donataria autorizada es una limitación carente de razonabilidad y proporcionalidad porque obstaculiza el ejercicio de la libertad de expresión dado que el trámite para obtener dicho carácter es complejo y costoso.

Al responder dicho planteamiento, la juez sostuvo que esa medida no constituye una limitante, sino únicamente un requisito que las instituciones de asistencia y beneficencia deben cumplir para efectos de obtener autorización para recibir donativos de acuerdo a lo establecido en la legislación tributaria.

Además, calificó como inoperante el argumento consistente en que el procedimiento para obtener la calidad de donataria autorizada es costoso y complejo, pues la recurrente no expuso argumentos para sostener esa afirmación.

Consecuentemente son infundados los agravios relativos a que la juez de distrito confundió los planteamientos de la demanda de amparo, pues éstos se atendieron en los términos en que se expusieron.

Por otro lado, la recurrente afirma que la juez de distrito no justificó la ausencia del reconocimiento de los patrocinios como fuente de financiamiento de las concesionarias de uso social. Dicho agravio es fundado en tanto de la lectura de la sentencia de amparo no se advierte el estudio que al respecto se hubiese efectuado, por lo cual esta Segunda Sala estudiará el concepto de violación formulado por la recurrente en su demanda.

En su demanda la asociación civil afirmó que la no inclusión de los patrocinios como fuentes de financiamiento para los concesionarios de uso social es una medida desigual y discriminatoria, pues esa fuente de financiamiento sí se reconoció para los concesionarios de uso público, con lo cual se le impide realizar diversos actos encaminados a la consecución de su objeto.
A juicio de esta Segunda Sala lo anterior es infundado, pues si bien no se les da el mismo trato desde la perspectiva de sus fuentes de financiamiento a las concesionarias de uso público y las concesionarias de uso social, tal diferencia está justificada, por las siguientes razones.

En el artículo 88 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión
 se estableció que las fuentes de ingreso de las concesionarias de uso público además del presupuesto público, son las donaciones en dinero o en especie hechas por personas físicas o morales de nacionalidad mexicana o extranjera; la venta de productos, contenidos propios previamente transmitidos de conformidad con su fin y su objeto; los patrocinios; los proyectos de financiamiento y convenios de coinversión para la producción o difusión de contenidos afines a los objetivos del servicio; y, los convenios de coinversión con otras dependencias públicas para el mejor cumplimiento de sus fines de servicio público.

Por su parte, como se señaló, las fuentes de financiamiento para los concesionarios de uso social son las donaciones en dinero o en especie; las aportaciones y cuotas o cooperación de la comunidad a la que prestan servicio; la venta de productos, contenidos propios previamente transmitidos de conformidad con su fin y objeto o servicios; los recursos provenientes de entidades públicas para la generación de contenidos programáticos distintos a la comercialización; el arrendamiento de estudios y servicios de edición, audio y grabación; los convenios de coinversión con otros medios sociales para el mejor cumplimiento de sus fines de servicio público; y, la venta de publicidad a los entes públicos federales.
De la comparación de ambas fuentes de financiamiento se advierte, como lo aduce la asociación recurrente, que las fuentes de ingreso de las concesionarias de uso público y las de las concesionarias de uso social son distintas pues, por un lado, a las primeras se les permite financiarse mediante patrocinios y a las segundas no; por el otro, a los concesionarios de uso social se les permiten como fuentes de ingreso las aportaciones y cuotas o cooperación de la comunidad a la que prestan el servicio, los recursos provenientes de entidades públicas para la generación de contenidos programáticos distintos a la comercialización, el arrendamiento de estudios y servicios de edición, audio y grabación y la venta de publicidad a los entes públicos federales, las cuales no están permitidas a los concesionarios de uso público. 
Sin embargo, el trato diferenciado referido no hace que las concesionarias de uso social se encuentren en una posición desigual o discriminatoria y, por ende, no puedan realizar los actos correspondientes a la consecución de su objeto, pues los diferentes modelos de financiamiento que el legislador previó para cada tipo de concesión obedece a que cada una de ellas persigue objetivos distintos.
Al respecto, cabe recordar lo establecido en el artículo 76 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión en el sentido de que las concesiones de uso social tienen por objeto usar y aprovechar bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico de uso determinado o recursos orbitales para prestar servicios de telecomunicaciones o radiodifusión con propósitos culturales, científicos, educativos o a la comunidad, sin fines de lucro.

Mientras que las concesionarias de uso público buscan que los Poderes de la Unión, de los Estados, los órganos de Gobierno de la Ciudad de México, los Municipios, los órganos constitucionales autónomos y las instituciones de educación superior de carácter público provean de servicios de telecomunicaciones y radiodifusión sin ánimos de lucro.
En consecuencia, el trato diferenciado entre los concesionarios de uso público y uso social respecto de sus fuentes de ingreso se justifica en la medida en que cada una de ellos tiene objetivos específicos y distintos y, por lo tanto, no son jurídicamente iguales, de lo que se sigue que no hay obligación de darles el mismo trato en cuanto a dichas fuentes, específicamente permitirles a los concesionarios de uso social tener ingresos por patrocinios, pues el legislador está obligado a tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales.
En ese sentido, como se señaló, es válido el diseño diferenciado de las fuentes de ingreso de cada tipo de concesión establecido por el legislador, pues se apoya en los distintos objetivos que cada tipo de concesión persigue y tiene como intención mantener un equilibrio entre la competencia, libre concurrencia y sus funciones sociales.
Por otro lado, son infundados los agravios en los cuales la recurrente sostiene que fue incorrecta la decisión de la juez al pronunciarse sobre las limitaciones a las fuentes de financiamiento, pues esta Segunda Sala comparte lo afirmado en la sentencia en el sentido de que los ingresos que pueden recibir las concesionarias de uso social se limitan a objetivos específicos, a saber, la subsistencia de las radiodifusoras y el cumplimiento de su objeto.

Si bien en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión se prevé la posibilidad de que las concesionarias de uso social obtengan ingresos para su desarrollo, lo cual no distorsiona su finalidad en tanto no buscan la acumulación y distribución de ganancias, lo cierto es que las limitaciones a las fuentes de financiamiento pretenden mantener un equilibrio entre la competencia y libre concurrencia respecto de los distintos tipos de concesionarias de radiodifusión. 

Al respecto, en los trabajos legislativos que dieron origen a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, específicamente en el dictamen de la Cámara de Senadores
, se expuso la preocupación de los radiodifusores comerciales en relación con las fuentes de financiamiento a las que pueden acceder las concesiones sociales, pues de permitirles que ingresen a la venta de publicidad u otras actividades propias de una empresa que tiene como objetivo obtener recursos con un fin de lucro podría distorsionarse el mercado.

Lo anterior sobre todo si se toma en cuenta que dicho sector empresarial paga por el espectro radioeléctrico al Estado, mientras que las concesionarias de uso social obtienen el espectro de forma gratuita.

Aunado a lo anterior, contrario a lo que sostiene la recurrente, no puede aducirse que la diferencia de trato entre los concesionarios de uso comercial y los de uso social es discriminatoria o desigual, pues los concesionarios de uso comercial tienen un ánimo lucrativo
 derivado de los servicios públicos de radiodifusión que prestan, a diferencia de las concesiones de uso social que no pueden tener tales fines lucrativos
; razón por la cual requieren de un marco legal específico para su actuación, en relación con la finalidad por la que se concedió el título de concesión respectivo. 

Ahora, los planteamientos de la recurrente en el sentido de que la juez no tomó en cuenta los criterios internacionales relativos a que debe permitirse la venta de publicidad a los medios de uso social, en particular a los comunitarios e indígenas, son inoperantes.

Ello porque no obstante que de la lectura de la sentencia de amparo no se advierte referencia alguna al marco normativo internacional, lo cierto es que lo sostenido por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos en su informe “Estándares de Libertad de Expresión para una Radiodifusión Libre e Incluyente” –documento que refiere la recurrente– no es contrario a lo dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

En efecto, en el documento que refiere la recurrente se sostiene que “…el derecho a la libertad de expresión reconocido en el artículo 13 de la Convención Americana prohíbe que se impongan limitaciones arbitrarias o discriminatorias al uso de licencias de radiodifusión comunitarias. Es por ello que la regulación debería permitirle a estos medios de comunicación diferentes fuentes de financiamiento; entre ellas la posibilidad de recibir publicidad en tanto existan otras garantías que impidan el ejercicio de competencia desleal con otras radios y siempre que no interfieran con su finalidad social…”
Sin embargo, lo anterior no se opone a lo dispuesto en la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, pues ésta contempla distintas fuentes de financiamiento para los medios de comunicación de uso social comunitarios, entre las que está la venta de publicidad; no obstante, tales fuentes no pueden ser iguales a las opciones de financiamiento de los concesionarios comerciales pues, como se sostuvo, las condiciones de acceso a las concesiones y sus finalidades son distintas.

SÉPTIMO. Revisión adhesiva. Son inoperantes los argumentos del recurso de revisión adhesiva interpuesto por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en representación del Presidente de la República, con los que se pretende sostener la constitucionalidad de las disposiciones impugnadas, pues a ningún fin práctico conduce el análisis de éstos dada la decisión alcanzada por esta Segunda Sala. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En lo que es materia de la competencia de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se modifica la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Se sobresee en el juicio de amparo respecto del artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, en los términos expuestos en el sexto considerando de esta sentencia. 
TERCERO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, respecto del artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

CUARTO. Queda sin materia la revisión adhesiva a que este expediente se refiere.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución vuelvan los autos al tribunal de su origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas (ponente) y Presidente Alberto Pérez Dayán. Ausente la señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos.

Firman los Ministros Presidente, el Ponente y el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, quien autoriza y da fe. 

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA.

_________________________________

MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN.

PONENTE.

___________________________________________________

MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SALA.

____________________________________________

LICENCIADO MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.
Esta hoja corresponde al amparo en revisión 80/2016. Quejoso y recurrente: **********. Fallado el diez de agosto de dos mil dieciséis, en el siguiente sentido: PRIMERO. En lo que es materia de la competencia de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se modifica la sentencia recurrida. SEGUNDO. Se sobresee en el juicio de amparo respecto del artículo 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, en los términos expuestos en el sexto considerando de esta sentencia. TERCERO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a **********, respecto del artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. CUARTO. Queda sin materia la revisión adhesiva a que este expediente se refiere.- CONSTE. 
En términos de lo dispuesto en los artículos 3, fracción XXI, 73, fracción II, 111, 113, 116, Octavo y Duodécimo Transitorios de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como en el segundo párrafo de artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se testa la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� De conformidad con lo dispuesto lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo; y, 21, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con lo previsto en el punto tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, en virtud de que se trata de un recurso de revisión interpuesto en contra de una sentencia dictada por un juez de distrito en la que se analizó la constitucionalidad de los artículos 89 y 230 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Cabe aclarar que si bien subsiste el problema de constitucionalidad planteado, también lo es que no se estima necesaria la intervención del Tribunal Pleno.


� Ver página 171 del juicio de amparo.


� De dicho cómputo deben descontarse los días catorce, quince, dieciséis, veinte, veintiuno y veintidós de noviembre de dos mil quince por ser inhábiles de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


� Ver página 20 del recurso de revisión **********.


� El texto de dicho criterio es “De la interpretación relacionada de lo dispuesto por los artículos 73, fracción XVI y 80 de la Ley de Amparo, se arriba a la convicción de que para que la causa de improcedencia del juicio de garantías consistente en la cesación de efectos del acto reclamado se surta, no basta que la autoridad responsable derogue o revoque tal acto, sino que es necesario que, aun sin hacerlo, destruya todos sus efectos en forma total e incondicional, de modo tal que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación constitucional, como si se hubiera otorgado el amparo, es decir, como si el acto no hubiere invadido la esfera jurídica del particular, o habiéndola irrumpido, la cesación no deje ahí ninguna huella, puesto que la razón que justifica la improcedencia de mérito no es la simple paralización o destrucción del acto de autoridad, sino la ociosidad de examinar la constitucionalidad de un acto que ya no está surtiendo sus efectos, ni los surtirá, y que no dejó huella alguna en la esfera jurídica del particular que amerite ser borrada por el otorgamiento de la protección de la Justicia Federal.” Novena época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, junio de 1999, pág. 38, registro 193758. No pasa inadvertido que el criterio referido se emitió bajo la vigencia de la Ley de Amparo abrogada; sin embargo, en términos del artículo sexto transitorio de la Ley de Amparo, es aplicable en tanto no se opone con lo dispuesto en la ley vigente.


� Es aplicable la jurisprudencia P/J 51/97 de rubro y texto “CESACIÓN DE EFECTOS. APLICACIÓN DE LA TESIS JURISPRUDENCIAL QUE LLEVA POR RUBRO ‘LEY DEROGADA. ESTUDIO IMPROCEDENTE DE SU CONSTITUCIONALIDAD, SIN ACTO CONCRETO DE APLICACIÓN.’ (PUBLICADA CON EL NÚMERO 192 EN EL APÉNDICE AL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 1917-1995, TOMO I, MATERIA CONSTITUCIONAL, PÁGINA 189). Del análisis de las ejecutorias que integran la jurisprudencia citada, especialmente de la primera de ellas, se deriva que su origen yace en la impugnación de normas cuya aplicación entrañaba una prohibición in genere, que sólo prevalecería durante la vigencia de la ley, pero que derogada cesaría su efecto prohibitivo permitiendo, por tanto, que el gobernado actuara en aquel sentido. En esta hipótesis, la concesión de la protección constitucional no tendría efecto alguno, dado que en ningún caso podría surtir efectos sobre el pasado, pues no podría volver en el tiempo para reparar la violación causada por la aplicación de aquella norma, facultando al quejoso para realizar lo que le fue vedado y que ahora le es permitido. Por ello, debe estimarse que la jurisprudencia en comento sólo es aplicable cuando la ley reclamada entraña una prohibición y no cuando genera una obligación de actuar en determinado sentido, o sea, una obligación de hacer o permitir que se haga. En esta última hipótesis, la derogación de la ley no libera a quienes fueron sus destinatarios de las consecuencias que hayan podido o puedan derivar de su observancia o inobservancia por todo el periodo durante el que estuvo vigente, ya que, a pesar de la derogación, los obligados a acatarla deben responder de los actos realizados al amparo de la misma y, por ende, sufrir las consecuencias desfavorables derivadas de su aplicación; a más de que, por regla general y salvo disposición expresa -como sería aquella norma transitoria que impidiera la aplicación de la ley derogada, incluso a los hechos ocurridos bajo su vigencia, en cuyo caso quedaría destruida la ley desde su promulgación misma-, la derogación de la ley sólo produce efectos hacia el futuro, impidiendo que ella se aplique a hechos realizados con posterioridad a la fecha en que se produjo, pero no abarca los realizados durante la época en que estuvo en vigor, los cuales provocaron una afectación en la esfera jurídica de los gobernados que sólo puede ser subsanada, en su caso, mediante la protección de la Justicia de la Unión.” Novena época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo V, junio de 1997, pág. 5, registro 198400.


� El texto de dicho criterio es “Conforme al artículo 73, fracción XVI, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo es improcedente cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado. En ese sentido, resulta inconcuso que se actualiza dicha causa de improcedencia si en el juicio de amparo indirecto se reclama como autoaplicativa una ley o norma general prohibitiva, o la que establece una obligación, y durante la tramitación del juicio se reforma o deroga, eliminando la prohibición u obligación, destruyéndose así de manera total e incondicionada sus efectos, y no se demuestra que la que genera una obligación haya producido durante su vigencia alguna consecuencia material en perjuicio de la quejosa, derivada del incumplimiento de las obligaciones que estableció durante el periodo que estuvo vigente, pues una eventual concesión del amparo contra la ley carecería de efectos prácticos.” Décima época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIX, abril de 2013, pág. 1107, registro 2003285. Si bien este criterio se emitió bajo la vigencia de la Ley de Amparo abrogada, en términos del artículo sexto transitorio de la Ley de Amparo es aplicable.


� Artículo 89. Los concesionarios de uso social, acorde con sus fines, podrán obtener ingresos de las siguientes fuentes:


I. Donativos en dinero o en especie;


II. Aportaciones y cuotas o cooperación de la comunidad a la que prestan servicio;


III. Venta de productos, contenidos propios previamente transmitidos de conformidad con su fin y objeto o servicios, acordes con su capacidad tanto legal como operativa sin que se encuentre comprendida la emisión de mensajes comerciales y venta de publicidad, con excepción de lo dispuesto en la fracción VII del presente artículo;


IV. Recursos provenientes de entidades públicas para la generación de contenidos programáticos distintos a la comercialización;


V. Arrendamiento de estudios y servicios de edición, audio y grabación;


VI. Convenios de coinversión con otros medios sociales para el mejor cumplimiento de sus fines de servicio público, y


VII. Venta de publicidad a los entes públicos federales, los cuales destinarán el uno por ciento del monto para servicios de comunicación social y publicidad autorizado en sus respectivos presupuestos al conjunto de concesiones de uso social comunitarias e indígenas del país, el cual se distribuirá de forma equitativa entre las concesiones existentes. Las Entidades Federativas y Municipios podrán autorizar hasta el uno por ciento para dicho fin de conformidad con sus respectivos presupuestos.


Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable para las concesiones de uso social comunitarias e indígenas.


La ausencia de fines de lucro implica que dichos concesionarios no perseguirán dentro de sus actividades la obtención de ganancias con propósitos de acumulación, de tal suerte que los remanentes de su operación sólo podrán invertirse al objeto de la concesión. Para recibir donaciones en dinero o en especie, los concesionarios de uso social deberán ser donatarias autorizadas en términos de las disposiciones aplicables.


Los concesionarios de uso social que presten el servicio de radiodifusión deberán entregar anualmente al Instituto, la información necesaria con el objeto de verificar que la fuente y destino de los ingresos se apeguen a los fines para los cuales fue otorgada la concesión.





� Artículo 88. Para el cumplimiento de sus fines, la operación de las concesiones de radiodifusión de uso público se financiará con presupuesto público que garantice su operación.


Los concesionarios de uso público podrán tener cualquiera de las siguientes fuentes de ingresos adicionales:


I. Donativos en dinero o en especie hechos por personas físicas o morales de nacionalidad mexicana o extranjera, siempre que en este último caso provengan exclusivamente de organismos multilaterales y agencias de cooperación internacionales reconocidas por el orden jurídico nacional, las que en ningún caso podrán participar ni influir en el contenido de las transmisiones.


Cuando se trate de donativos en dinero deberán expedirse comprobantes fiscales que cumplan con las disposiciones establecidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mientras que las donaciones en especie se harán constar en un contrato celebrado conforme a las leyes aplicables;


II. Venta de productos, contenidos propios previamente transmitidos de conformidad con su fin y objeto o servicios, acordes con su capacidad tanto legal como operativa sin que se encuentre comprendida la emisión de mensajes comerciales y venta de publicidad;


III. Patrocinios;


IV. Proyectos de financiamiento y convenios de coinversión para la producción o difusión de contenidos afines a los objetivos del servicio, y


V. Convenios de coinversión con otras dependencias públicas para el mejor cumplimiento de sus fines de servicio público.


La ausencia de fines de lucro implica que dichos concesionarios no perseguirán dentro de sus actividades la obtención de ganancias con propósitos de acumulación, de tal suerte que los remanentes de su operación sólo podrán invertirse al objeto de la concesión.


� (…)


Ha sido una preocupación constante por parte de los radiodifusores comerciales el tema relacionado con las fuentes de financiamiento a las que puede acceder las concesiones sociales, ya que de permitirse que ingresen a la venta de publicidad u otras actividades propias de una empresa que tiene como objetivo primordial el obtener recursos con un fin de lucro, podría distorsionarse el mercado, sobre todo tomando en consideración que a diferencia de las concesiones sociales, dicho sector empresarial ha tenido que pagar por el espectro radioeléctrico al Estado, ya sea vía licitación o a través de refrendos o prórrogas y adicionalmente participar con los tiempos de Estado correspondientes en sustitución de los impuestos que conforme a la Ley respectiva debieran pagar, al margen de los impuestos a los que están obligados todos los sectores que por la utilidad perciben, mientras que las concesiones de uso social obtienen el espectro de forma gratuita.


(…)


� Artículo 67. De acuerdo con sus fines, la concesión única será:


I. Para uso comercial: Confiere el derecho a personas físicas o morales para prestar servicios públicos de telecomunicaciones y de radiodifusión, con fines de lucro a través de una red pública de telecomunicaciones;


(…)


� IV. Para uso social: Confiere el derecho de prestar servicios de telecomunicaciones y radiodifusión con propósitos culturales, científicos, educativos o a la comunidad, sin fines de lucro. Quedan comprendidas en esta categoría las concesiones comunitarias y las indígenas; así como las que se otorguen a instituciones de educación superior de carácter privado.


Las concesiones para uso social comunitaria, se podrán otorgar a organizaciones de la sociedad civil que no persigan ni operen con fines de lucro y que estén constituidas bajo los principios de participación ciudadana directa, convivencia social, equidad, igualdad de género y pluralidad.


Las concesiones para uso social indígena, se podrán otorgar a los pueblos y comunidades indígenas del país de conformidad con los lineamientos que emita el Instituto y tendrán como fin la promoción, desarrollo y preservación de sus lenguas, su cultura, sus conocimientos promoviendo sus tradiciones, normas internas y bajo principios que respeten la igualdad de género, permitan la integración de mujeres indígenas en la participación de los objetivos para los que se solicita la concesión y demás elementos que constituyen las culturas e identidades indígenas.


(…)
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